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Los pagos realizados por el empleador por concepto de prestaciones sociales, aún cuando sean realizados por fuera del momento legal para ello, son válidos, excepto el efectuado por concepto de auxilio de cesantía, mismo que, en caso de pagarse por fuera de la oportunidad o de forma diferente a la señalada en la ley, constituye un pago irregular y el empleador perderá dicho valor.
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MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, primero de octubre de dos mil nueve
Acta número 0061 del 1 de octubre de 2009
Hoy, siendo las tres de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación que la parte demandada le formuló a la sentencia con que el Juzgado Primero Laboral de este Circuito le puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que Luis Fernando Isaza García le promueve a la señora Martha Cecilia Villegas Alzate.

Abierto el acto público, y conforme se discutiera y aprobara el proyecto a que alude el acta arriba mencionada, para resolver se reseñan primero estos

ANTECEDENTES  

Isaza García, asistido de mandatario judicial, llamó a proceso ordinario laboral de doble instancia a la señora Martha Cecilia Villegas Alzate para que luego del trámite correspondiente y tras la declaratoria de que entre ambos existió un contrato de trabajo entre el 1° de agosto de 2001 y el 29 de julio de 2006, terminado injustamente por la empleadora, se condene a ésta a pagar indemnización por despido injusto, cesantías y sus intereses con su sanción correspondiente, prima de servicios y vacaciones por todo el tiempo laborado, aportes a la seguridad social, indemnización moratoria, costas procesales y que se apliquen las facultades extra y ultra petita.

Para así pedir, sostiene que inició labores el 1° de agosto, por medio de un contrato verbal de trabajo, prestando sus servicios en la finca La Esperanza, vereda Cantadelicia del municipio de Marsella, nexo que se pactó con la propietaria del inmueble rural; las funciones a cumplir eran de administrador de la finca, habitando allí; la remuneración acordada fue de $120.000 semanales, con una jornada que se extendía de lunes a viernes entre las 6:00 a.m. y las 6:00 p.m., y los sábados de 6:00 a.m. a 12:00 m; el 29 de julio de 2006 la empleadora terminó el contrato sin justa causa, ordenándole desocupar el inmueble que habitaba, sin que a la fecha se le haya pagado la correspondiente liquidación y las prestaciones sociales; durante el vínculo laboral no le fueron canceladas sus prestaciones, ni se realizaron aportes en su nombre a la seguridad social, tampoco se consignaron las cesantías en un fondo.
Se admitió la demanda por decisión del 11 de abril de 2008, fl. 12, y se corrió en traslado a la accionada quien, en tiempo hábil y con la debida asistencia profesional le dio respuesta, pronunciándose respecto a los hechos de la demanda, se opuso a las pretensiones y excepcionó Prescripción, Inexistencia del vínculo laboral, Cobro de lo no debido, Enriquecimiento sin causa, Temeridad y mala fe, Buena fe por parte de la demandada y Compensación.

La etapa conciliatoria se superó sin éxito por la falta de tal ánimo en la demandada, fl. 34. Se superaron otras fases del proceso y se dio paso a la primera audiencia de trámite en la que se ordenó abrir el debate a prueba, decretando y practicando, en la medida de lo posible, las que a las partes interesaron.

Clausurado el período probatorio, se convocó para audiencia de juzgamiento que hubo de celebrarse el pasado 19 de junio, fl. 115. Se declaró la existencia del contrato de trabajo entre las partes, fijándose como extremo inicial del vínculo el 1° de octubre de 2002 y final, el 21 de julio de 2006; se condenó a la demandada a pagar a favor del actor la suma de $1.734.083,75 por auxilio de cesantía y sus intereses, prima de servicios y compensación de vacaciones; además, como sanción moratoria se dispuso el pago de intereses moratorios (sic) desde la fecha del despido y hasta por 24 meses, y a partir del 22 de julio de 2008, intereses moratorios a la tasa máxima establecida por la Superintendencia Financiera. Cargó las costas a la demandada en un 80%.

Contra esa decisión se rebeló el mandatario de la demandada interponiendo oportunamente el recurso de apelación, fl. 132. Afirma que, en cuanto a la condena por compensación de vacaciones, no se tuvo en cuenta el testimonio rendido por el señor Alexander Pérez Herrera, quien manifestó que al actor le concedían vacaciones cada año; así mismo manifiesta que el deponente Fernando de Jesús Muñoz sostuvo que las prestaciones sociales del actor fueron canceladas por el señor Pedro Nel Villegas; de igual manera se duele de que la Juez no tuvo en cuenta los documentos de folios 25 a 28, en los cuales consta que al actor año a año se le pagaban sus prestaciones sociales. Critica la falta de aplicación de la confesión ficta o presunta, toda vez que el actor no asistió a absolver el interrogatorio de parte para el que fue citado, teniendo como consecuencia fijada por la Juez, como ciertos los hechos susceptibles de confesión contenidos en la contestación de la demanda, presunción que en momento alguno fue desvirtuada por el demandante. Por último indica que no se le debe condenar a pagar indemnización moratoria, toda vez que obró de buena fe, pues tenía la convicción de haber pagado año tras año las prestaciones sociales.

Se concedió la alzada y se enviaron los autos a esta Sede en donde a las partes se les corrió el traslado de rigor. Como dentro de lo actuado no hay vicio que lo anule, se desata con apoyo en estas

CONSIDERACIONES  

La inconformidad de la demandada se centra en que no fueron tenidas en cuenta, al momento de fallar, las consecuencias de la inasistencia del actor a absolver interrogatorio de parte; además afirma la accionada que se dejaron de apreciar algunos testimonios vertidos al proceso y las liquidaciones anuales de prestaciones sociales, según las cuales, actúo de buena fe.
A folio 68 la a quo, ante la falta de justificación del actor respecto a su inasistencia a la audiencia en la que debía ser objeto de interrogatorio de parte, fijo las consecuencias de ello, presumiendo como ciertos una serie de hechos susceptibles de confesión contenidos en la contestación de la demanda.

Respecto a la confesión ficta o presunta, consecuencia en este caso de la incomparecencia del actor al interrogatorio de parte que debía absolver, el artículo 210 del Código de Procedimiento Civil indica:
“Artículo 210. Modificado. D.E. 2282/89, art. 1º, num. 101. Modificado. L. 794/2003, art. 22. Confesión ficta o presunta. La no comparecencia del citado a la audiencia, la renuencia a responder y las respuestas evasivas, se hará constar en el acta y hará presumir ciertos los hechos susceptibles de prueba de confesión sobre los cuales versen las preguntas asertivas admisibles, contenidas en el interrogatorio escrito.

La misma presunción se deducirá, respecto de los hechos de la demanda y de las excepciones de mérito, o de sus contestaciones, cuando no habiendo interrogatorio escrito el citado no comparezca.

En ambos casos, el juez hará constar en el acta cuáles son los hechos susceptibles de confesión contenidos en el interrogatorio escrito, en la demanda, las excepciones de mérito, o sus contestaciones, que se presumen ciertos.

Si las preguntas no fueren asertivas o el hecho no admitiere prueba de confesión, la no comparecencia, la respuesta evasiva o la negativa a responder, se apreciarán como indicio grave en contra de la parte citada.” (Subrayado y negrillas nuestras)

Ahora bien, pasó por alto la a quo que a folio 56 milita el sobre que contiene el interrogatorio escrito, aportado por el apoderado judicial de la parte demandada, por lo tanto erró gravemente la funcionaria al declarar la presunción de certeza respecto de los hechos de la contestación de la demanda, toda vez que la norma es muy clara al indicar que ello es así cuando no existe interrogatorio escrito, por lo tanto, la presunción establecida en primera instancia no tiene validez alguna, pues ella debía versar sobre las preguntas asertivas admisibles contenidas en el citado interrogatorio escrito.
En cuanto al testimonio del señor Alexander Pérez Herrera, fl. 66, que según el quejoso da cuenta de que al demandante se le concedieron sus vacaciones, este no es preciso, toda vez que al iniciar su deponencia afirma no saber cuando empezó a trabajar, ni cuando se retiró Isaza García de sus labores al servicio de la demandada, entonces no se encuentra explicación para que más adelante indique que a éste cada año le daban vacaciones, ¿Cómo puede afirmar eso con seguridad si ni siquiera sabe las fechas o al menos la época de ingreso y retiro del actor?
Respecto a que el señor Fernando de Jesús Muñoz, esposo de la accionada, sostuvo en su deponencia que las prestaciones sociales del actor fueron canceladas por el señor Pedro Nel Villegas, hermano de la demandada, este testimonio debe ser confrontado con la realidad probatoria obrante al infolio, como son en este caso, los extractos de la cuenta de ahorros del accionante, fls. 108 al 111, donde consta que se le consignaron algunos dineros desde la ciudad de Barranquilla, sin embargo no se indica quien lo hizo, y, más importante aún, por qué concepto, razón por la cual no se pueden tomar como pago de prestaciones sociales, máxime cuando quien da testimonio de ello, es precisamente el esposo de la demandada, de quien se puede predicar sin reparos que tiene un interés serio en el resultado del proceso.
Ahora debemos referirnos a los documentos de folios 25 a 28, en los cuales constan una serie de pagos efectuados por la señora Martha Cecilia Villegas al actor por concepto de prestaciones sociales de los años 2002, 2003, 2004 y 2005, ello sin perder de vista que entre las excepciones propuestas por la accionada se encuentra la de Compensación.

La a quo al momento de proferir su sentencia advirtió que dichos pagos no serían tenidos en cuenta, toda vez que, en palabras suyas “… tanto la ley como la jurisprudencia, han sido unánimes en afirmar que las prestaciones sociales se deben cancelar al final de la relación contractual, o cuando la norma lo establezca; y no existe ninguna disposición que consagre la obligación de cancelarlas a la terminación del año laboral, por lo tanto debemos recordar aquel viejo principio de derecho “el que paga mal, paga dos veces” …”.
Pues bien, lo manifestado por la a quo no es cierto del todo, toda vez que no existe norma alguna que establezca que quien pague prestaciones sociales fuera de la oportunidad legal para ello, paga mal y por lo tanto debe pagar de nuevo; no, ello solo se predica del auxilio de cesantías, el cual, conforme al artículo 254 del Código Sustantivo del Trabajo, en caso de ser pagada de forma irregular, se pierde lo pagado como sanción; resultaría inconcebible que, por ejemplo, si entratándose de la prima de servicios de junio, el empleador por cualquier motivo la pagase en el mes de julio, solo por ello debiera pagarla dos veces.

En vista de lo anterior, los mencionados pagos que constan en los documentos de folios 25 a 28 sí deben ser descontados de la condena, los cuales ascienden a la suma de $1.300.000, cantidad a la cual se debe restar el valor del auxilio de cesantía de los periodos en que fueron realizados aquellos; descontando los mismos, tenemos que el valor que se descontará del valor de la condena impuesta será de $420.250.
Por último, en cuanto a la supuesta buena fe que revistió la actuación de la demandada al pagar cada año las prestaciones sociales al demandante, tenemos que aunque lo último es cierto, no es menos real que pagó lo que quiso, cuando quiso y de forma incompleta, lo cual no es indicativo de aquella buena fe requerida para obtener la absolución de la indemnización moratoria impuesta.

No obstante lo anterior y a pesar de que no fue objeto de apelación, vale la pena aclarar que respecto a la condena por indemnización moratoria, la Juez de primera instancia, en el numeral cuarto, cometió un error al condenar a la demandada al pago de intereses moratorios como sanción, cuando debió ser por un día de salario por cada día de atraso por los primeros 24 meses, tal como lo señala el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, observación que se hace, aunque no se pueda incluir en la parte resolutiva del presente proveído, en tanto, como ya se afirmó, ello no fue objeto de apelación, respetando lo establecido en el artículo 66 A del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, referente al principio de consonancia.
Sintetizando, se confirmará la sentencia que por apelación se ha revisado, pero autorizando a la demandada para descontara de la condena impuesta la suma de $420.250, declarándose consecuentemente probada la excepción de compensación oportunamente propuesta.

Costas en esta Sede no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA PARCIALMENTE el numeral segundo de la sentencia apelada, DECLARANDO PROBADA la excepción de Compensación. Se  CONFIRMAN las demás partes de la decisión adoptada en primera sede, ADICIONÁNDOLA en el sentido de que se autoriza a la señora Martha Cecilia Villegas Alzate para descontar de la condena impuesta en su contra, la suma de $420.250, conforme a lo expuesto en la parte considerativa del presente proveído.

Costas en esta Sede no se causaron.

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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